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1. El libro que comentamos pone el bisturí en los defectos de la normativa y aplicación de la
expropiación forzosa de urgencia. Como es sabido, nuestro sistema legal ha olvidado totalmente el
carácter excepcional del rito de urgencia y, contra legem , lo ha convertido en habitual.

Existe ya una abundante bibliografía sobre los males que acarrea esta situación. Ahora bien, el
enfoque de SÁNCHEZ MARTÍNEZ DE PINILLOS resuma originalidad por dos motivos. En primer
lugar, porque enfoca el procedimiento de urgencia como un mecanismo de financiación forzosa de
la obra pública. En segundo lugar, porque la calificación como préstamo forzoso le permite colocar
ordenadamente los errores de la institución. Veámoslo con más calma.

2. El texto se inicia con un capítulo primero destinado a la obra pública y su financiación. Se trata
de treinta interesantísimas páginas que explican al lector las fórmulas jurídicas y económicas que
pueden utilizarse para la extraordinaria operación que implica la gran obra pública. El autor avisa
que, además de la complejidad de estas actuaciones, la normativa comunitaria ha impuesto reglas
de limitación del déficit de las Administraciones Públicas. Por tanto, hay que distribuir –o, a veces,
enmascarar– el débito para no vulnerar la norma citada. Este primer capítulo, por tanto, nos hace
iniciar el camino con un obstáculo descomunal, con un reto jurídico y económico. Superarlo, no
obstante, es un requisito para el desarrollo económico, dado el papel que las infraestructuras
públicas juegan en la prosperidad.

El resto del libro es, en realidad, la explicación de la solución bastarda que gobierna la venta
forzosa en nuestro ordenamiento. Esta opción consiste en la financiación forzosa –y perjudicial–
que se impone a los expropiados de manera urgente. Esta financiación en modo alguno estaba
prevista inicialmente por la ley. En verdad, el título de la obra quizá debería ser «El procedimiento
de urgencia de la Ley de Expropiación Forzosa como instrumento –injusto o inicuo– de
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financiación de la obra pública».

Para desarrollar su tesis, el autor dedica un segundo capítulo a la interpretación del procedimiento
de urgencia como una operación financiera. Esto es, un intercambio no simultáneo de capitales –
prestación y contraprestación– que deben ser financieramente equivalentes en el tiempo. Debe
tenerse en cuenta que el acreedor de la operación es el expropiado, que presta primeramente de
forma forzosa el bien cuya propiedad pierde.

Una vez encajado el procedimiento de urgencia en la noción de prestación financiera, el bisturí del
autor saja sin piedad las débiles suturas del procedimiento de urgencia. Así, por ejemplo, se critica
la actual regulación de derecho de reversión o se apunta el tope que debe tener la relación de los
bienes necesarios para la expropiación. Aparece aquí el delicado tema de las zonas para la
ejecución de actividades complementarias comerciales o industriales. En este punto, no obstante,
el autor contiene su ataque y se limita a indicar que estos terrenos deben servir a los usuarios y no
a las necesidades financieras de la Administración. De todos modos, en la práctica no es nada fácil
entre deslinde teórico y bien puede ser que estos apéndices aseguren el equilibrio económico de la
infraestructura y de su explotación, sirviendo a la vez a los usuarios y a la corrección del balance
de gastos de la Administración.

Con la entrega del bien, es cierto que el expropiado recibe un depósito previo y la indemnización
por los perjuicios derivados de la rápida ocupación. El examen de estos conceptos le permite al
autor mostrar la esencia del catastro inmobiliario y las posibilidades de su corrección (por
ejemplo, a través de la comprobación de valores prevista en la Ley General Tributaria).
Igualmente, se estudian la retención del crédito presupuestario antes de la ocupación y, muy
especialmente, la tasación conjunta. El autor advierte, por cierto, algunas ventajas en dicha
tasación respecto al procedimiento de urgencia. Así, por ejemplo, en aquella el expropiado recibe
una indemnización fijada por la Comisión Provincial de Urbanismo y que es previa a la ocupación
(sin perjuicio de acudir al Jurado Provincial de Expropiación y, en su caso, a la jurisdicción
contencioso-administrativa).

Entra después MARTÍNEZ DE PINILLOS en el estudio de la contraprestación financiera. Esto es, el
justiprecio y los intereses, además del premio de afección. No obstante, el autor distingue entre los
supuestos nacidos de la desavenencia y los nacidos de un convenio expropiatorio, con una última
referencia a la indemnización en las expropiaciones ilegales.

Con el dedo acusador siempre levantado, el autor va señalando puntillosamente las iniquidades
del procedimiento. Por ejemplo, la pérdida de la paridad en la composición de los Jurados
Provinciales de Expropiación, tanto a nivel estatal como autonómico.

Ahora bien, dos aspectos sobrecogen especialmente, por la injusticia que pueden llevar aparejada.
En primer lugar, la jurisprudencia quizá demasiado laxa respecto al deber de compensación de un
«valor razonable» en relación con el valor del bien expropiado. Esto permite, de hecho, la
aprobación de reglamentos de valoración muy restrictivos (o incluso de leyes) que, aunque luego
sean anulados, consiguen un punzante efecto de abaratamiento de los terrenos concretamente
afectados.

Por otra parte, se aporta un magnífico comentario sobre los intereses que recibe el expropiado.
Estos se comparan con los intereses de demora tributarios, con el interés de mora procesal y con el
interés de demora comercial. Todos ellos son superiores al que recibe el humilde expropiado al
cual, además, siempre se le ha negado la posibilidad del anatocismo.

Acaba el estudio con una pesimista exposición sobre el problema del plazo de la operación
financiera. No se ha logrado que la caducidad del procedimiento corrigiera las tardanzas del
expediente y, por otro lado, la tortuosa aplicación del silencio administrativo apenas ha servido
para seguir impulsando una lenta tramitación por parte de la Administración expropiante o del
Jurado. Se analiza igualmente el escaso papel reparador de la retasación.

3. En definitiva, pues, estamos ante una monografía que demuestra que los expropiados con
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urgencia –o sea, la inmensa mayoría– se convierten en prestamistas forzosos de la Administración
o del beneficiario, con unas condiciones de préstamo –intereses, plazo, valoración del principal…–
que no resisten la comparación con el empréstito inter privatos habitual o con operaciones
similares que pueden darse en otros ámbitos del ordenamiento (tributario o procesal, por
ejemplo). Quizás hubiera sido útil, por cierto, un listado de conclusiones-inculpaciones para cerrar
el estudio aunque, desde luego, todos los vicios han sido pertinentemente examinados.

Por otra parte, en fin, el trabajo está perfectamente actualizado –se habla varias veces, por
ejemplo, de las espinosas autopistas radiales de Madrid– y está escrito de forma ágil y clara. La
conclusión implícita es que la obra pública le ha ganado la partida –en la legislación y en su
aplicación– al derecho de propiedad, enterrándolo bajo la escoria de un préstamo forzoso a largo
plazo. El bombo de la lotería negativa sigue dando vueltas.

Joan AMENÓS ÁLAMO
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